HOMESCHOOLING: LO QUE ESTÁ EN JUEGO (I).

La importancia de la libertad de enseñanza y del homeschooling como expresión de la misma.

José Mª Martí Sánchez

Se ha dicho, con motivo, que «la libertad de la sociedad se juega en el ejercicio pleno de la libertad de enseñanza» (Silverio Nieto).

Par entenderlo basta saber qué es la educación y cómo, ante ella, se muestra hoy especialmente beligerante el poder público.

La educación tiene como objetivo formar personas, su vocación es la de ayudar al desarrollo de la conciencia (adquisición de una personalidad). La familia y los diversos grupos en que se integra transmiten, por ósmosis y el aval del ejemplo, los valores que el menor necesita para ir tomando sus decisiones, para forjar y asumir su proyecto de vida. Sin cultura no hay crecimiento ni personal ni social.

La escolaridad está en función de la educación. Es ésta la que hay que garantizar (art. 26.1 de la Declaración Universal de derechos humanos) y adaptar a los requerimientos de cada persona. Debe aportar un sentido —identidad cultural— a la vida individual. «En primer lugar, es indispensable que la educación me permita hacer de mi lo que quiero/debo ser, escoger mis pertenencias, buscar mi sentido. Así podemos decir, que el derecho a la educación es, en fin de cuentas, un derecho al sentido» (Fernandez, Nordmann y Ponci, Informe 2008/2009 sobre las libertades educativas en el mundo de OIDEL).
Sería injusto, más aún en un sistema liberal y democrático, despojar de su identidad a personas y a grupos. La organización civil no puede reemplazar la dedicación y el amor que pone la familia en la tarea educativa. Ella, en las antípodas de toda instrumentalización o dirigismo, preserva de modo eminente la dignidad, tanto del que educa como del educando, a lo largo del proceso formativo.

A asegurar este bien mira la libertad de enseñanza.

Ésta, según el Preámbulo de la Ley orgánica 8/1985 reguladora del derecho a la educación, «ha de entenderse en un sentido amplio y no restrictivo, como el concepto que abarca todo el conjunto de libertades y derechos en el terreno de la educación. Incluye, sin duda, la libertad de crear centros docentes y de dotarlos de un carácter o proyecto educativo propio […]. Incluye, asimismo, la capacidad de los padres de poder elegir para sus hijos centros docentes distintos de los creados por los poderes públicos, así como la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus convicciones […]. Pero la libertad de enseñanza se extiende también a los propios profesores, cuya libertad de cátedra está amparada por la Constitución […]. Y abarca, muy fundamentalmente, a los propios alumnos, respecto de los cuales la protección de la libertad de conciencia constituye un principio irrenunciable que no puede supeditarse a ningún otro».

La escolarización obligatoria, por la que pugnó la Revolución francesa, se constituye en vehículo privilegiado para configurar el nuevo modelo de ciudadano. Ahí el Estado liberal contradecía sus postulados. Se justificó como defensor de valores (libertad, igualdad, progreso, etc.) y derechos, frente al ejercicio arbitrario del poder. Mas, de hecho, cayó en el despotismo. Se mostró beligerante contra la religión y ávido de poder quiso configurar la vida social (religión civil). Para tal propósito la escuela fue su aliada y la familia, la célula básica de una sociedad sana, una competidora a la que mira con recelo.

El Informe 2008/2009 sobre las libertades educativas en el mundo, pide un nuevo enfoque de la educación. «Se tendrá que pasar del reconocimiento de las necesidades que los poderes públicos deben remediar, al reconocimiento de los derechos de los ciudadanos que imponen obligaciones jurídicas precisas a los Estados». Aquéllos quieren una formación personalizada (pero no individualista).

«La identidad de un sujeto: “quien soy” se hace primero en referencia a los valores que se han escogido. Como persona humana, me sitúo primero como diferente. No me gusta ser contado como haciendo parte de un conjunto […]. Sin embargo, la persona humana, ser de necesidades y de posibilidades, se construye en relación a los otros. Puede participar verdaderamente de la dignidad inherente a cada ser humano cuando se puede referir “a los caracteres universales necesarios a la dignidad humana”».

También, el Informe anual de la Relatora Especial sobre el derecho a la educación, Comisión de derechos humanos, Katarina Tomaševski (11 enero 2001), enfatiza los derecho de hijos, padres y maestros, frente a una comprensión burocratizada de la enseñanza: «El ejercicio de la libertad de los padres para decidir la educación de los hijos, la libertad de crear escuelas, la prohibición de la censura de los manuales escolares o la protección de los derechos sindicales de los maestros son importantes cuestiones de los derechos humanos en la educación».

Sin embargo, esos derechos se han postergado en nuestra legislación. La Constitución no menciona expresamente el derecho a elegir centro educativo. Además, la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de junio de 1994, subraya que el art. 27.3 de la Constitución («los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones») es un «derecho de protección indirecta» que se materializa a través de otros —la libertad de enseñanza, la libre creación de centros docentes, la libertad de cátedra o la neutralidad ideológica de los centros públicos—. En este recorrido, el papel de los padres se ha difuminado. Su derecho tutelar ha ido perdiendo fuerza y sumando condicionantes.

El importante derecho de libertad de elección de centro docente, sin trabas económicas, por el que veló la Resolución del Parlamento Europeo sobre al libertad de enseñanza de la Comunidad Europea (13 marzo 1984), no goza del amparo exigible. La sentencia del Tribunal Constitucional 53/1985, de 11 de abril, recuerda que: «de la obligación del sometimiento de todos los poderes a la Constitución no solamente se deduce la obligación negativa del Estado de no lesionar la esfera individual o institucional protegida por los derechos fundamentales, sino también la obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos, y de los valores que representan, aun cuando no exista una pretensión subjetiva por parte del ciudadano. Ello obliga especialmente al legislador, quien recibe de los derechos fundamentales “los impulsos y líneas directivas”, obligación que adquiere especial relevancia allí donde un derecho o valor fundamental quedaría vacío de no establecerse los supuestos para su defensa».

Nuestro Derecho no tendría nada que objetar contra una «escuela en casa» respetuosa con lo preceptuado por el art. 27 de la Constitución. Es decir, con el derecho del menor a la educación básica (pár. 4º), dentro del objetivo general de la educación, marcado por el pár. 2º. En este sentido, la imposición de la escolarización pugna con la libertad ideológica (arts. 16 y 27.3 de la Constitución), o con un mejor cumplimiento de la obligación formativa de los padres (arts. 39 de la Constitución y 154 del Código Civil), en cuanto que constriñe su margen de respuesta a las necesidades del hijo.

La citada Ley orgánica 8/1985 reconoce a los padres, «como primeros responsables de la educación de sus hijos» (art. 4. 2), el derecho: «1.a) A que reciban una educación, con la máxima garantía de calidad, conforme con los fines establecidos en la Constitución, en el correspondiente Estatuto de Autonomía y en las leyes educativas. b) A escoger centro docente tanto público como distinto de los creados por los poderes públicos. c) A que reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones [...]».

El Informe 2008/2009 sobre las libertades educativas en el mundo defiende que la enseñanza en el hogar se protege por el Pacto internacional de derechos económicos sociales y culturales (1966).

En él leemos que «Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza» (art. 13.3).
La lectura del párrafo «implica, por lo menos, la posibilidad para los padres de recurrir a esta manera de enseñar. Además, el grado de libertad del cual disponen las familias depende directamente de las obligaciones que el Estado puede imponer en materia de vigilancia de tal manera de proceder […]. Desde nuestro punto de vista, un país que reconoce a los padres el derecho de instruir sus hijos ellos mismos cumple con sus obligaciones con respecto a la libertad de enseñanza. Dicho país reconoce implícitamente que el concepto de escuela no gubernamental puede extenderse hasta englobar una “escuela” compuesta por un solo alumno o varios».
HOMESCHOOLING: LO QUE ESTÁ EN JUEGO (II)
La sentencia del Tribunal Constitucional (2 diciembre 2010)
José Mª Martí Sánchez

El Tribunal Constitucional, cuya razón de ser es cuidar de la persona y sus derechos fundamentales, ante las amenazas del poder (de la naturaleza que sea), ha impuesto a unos padres la escolarización de sus hijos.
Parte del voto disidente a su sentencia 260/1994, de 11 de noviembre. La decisión es más controvertida por afectar a unos padres desvelados por sus hijos, «reciben educación en su propio domicilio: hablan cinco idiomas y reciben clases de música, matemáticas, ciencias y lengua, así como una educación ética bastante completa» (Antecedente 2º a). El Alto Tribunal constituye la escolarización obligatoria (art. 4.2 de Ley Orgánica 2/2006, de Educación) en elemento cuasi esencial del derecho a la educación del menor.
Al reforzar la escolarización lo hace a costa del «contenido primario de derecho de libertad», que incorpora el derecho de todos a la educación. Según sentencia del Tribunal Constitucional 86/1985, 10 de julio, la dimensión prestacional es secundaria y, en su virtud, «los poderes públicos habrán de procurar la efectividad de tal derecho y hacerlo, para los niveles básicos de la enseñanza, en las condiciones de obligatoriedad y gratuidad que demanda el ap. 4.º de este art. 27 de la norma fundamental» (FJ 3º).
La frase refleja un espíritu de subsidiariedad que ha abandonado la sentencia comentada. Los derechos educativos de los padres se limitan, en el contexto de la «educación obligatoria», a que sus hijos reciban la formación religiosa y moral acorde con sus convicciones, y a la libertad de creación de centros docentes.
Qué sentido tendría imponer un tratamiento, en centro sanitario homologado, con el argumento de que los poderes públicos deben velar, según la Constitución, por la integridad física (art. 15),  a través de la Seguridad Social (art. 41), configurando así «el derecho a la protección de la salud» (art. 43.1). 

El caso se plantea en los términos de «si la educación que los menores recibían en su domicilio era suficiente para cumplir el mandato constitucional del art. 27.4 CE. […]. La Sala [de la Audiencia Provincial de Málaga] afirmó que la escolarización estaba integrada en el concepto básico de derecho a la educación, no sólo por los beneficios que los menores pueden tener mientras esta escolarización se desarrolla, sino también por los beneficios futuros en orden al aprendizaje en el marco de grados y titulaciones». Es decir, que hay que dilucidar «si la imposición normativa del deber de escolarización de los hijos de entre seis y dieciséis años, a cuyo cumplimiento sirven en el caso de autos las resoluciones judiciales impugnadas, es o no respetuosa con los derechos fundamentales alegados, resultando entonces procedente» (FJ 4º).
La respuesta es afirmativa. Porque «la invocada facultad de los padres de elegir para sus hijos una educación ajena al sistema de escolarización obligatoria por motivos de orden pedagógico no está comprendida, ni siquiera prima facie, en ninguna de las libertades constitucionales que la demanda invoca y que el art. 27 CE reconoce». Opinión discutible si la comparamos con el criterio antes avanzado de OIDEL y, más aún, a juzgar por el tenor literal de la Declaración Universal de derechos humanos que dice: «Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos» (art. 26.3). Coincidente con la Carta de los derechos fundamentales de la Unión europea (14 diciembre 2007): «Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de creación de centros docentes dentro del respeto de los principios democráticos, así como el derecho de los padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, filosóficas y pedagógicas» (art. 14.3).
Concretamente, para el Tribunal Constitucional, la facultad de los padres de elegir para sus hijos una educación no reglada no forma parte de la libertad de enseñanza. «Por lo que atañe a la enseñanza básica, la libertad de enseñanza de los padres encuentra su cauce específico de ejercicio, por expresa determinación constitucional, en la libertad de creación de centros docentes (art. 27.6 CE). La libertad de enseñanza de los padres se circunscribe en este contexto, por tanto, a la facultad de enseñar a los hijos sin perjuicio del cumplimiento de su deber de escolarización, de un parte, y a la facultad de crear un centro docente cuyo proyecto educativo, sin perjuicio de la inexcusable satisfacción de lo previsto en el art. 27.2, 4, 5 y 8 CE, se compadezca mejor con sus preferencias pedagógicas o de otro orden» (FJ 5º).
Tampoco está comprendida «en el derecho de todos a la educación (art. 27.1 CE), que […] no alcanza a proteger en su condición de derecho de libertad la decisión de los padres de no escolarizar a sus hijos. Efectivamente, en lo que respecta a la determinación por los padres del tipo de educación que habrán de recibir sus hijos, ese derecho constitucional se limita, de acuerdo con nuestra doctrina, al reconocimiento prima facie de una libertad de los padres para elegir centro docente (ATC 382/1996, de 18 de diciembre, FJ 4º) y al derecho de los padres a que sus hijos reciban una formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones (art. 27.3 CE)» (FJ 5º).
Como hemos dicho, en la primera parte, precisamente el homeschooling es un desarrollo del derecho fundamental de crear (su propio) centro educativo. Enfoque no abordado por el Alto Tribunal.
«Además de por esta razón, el amparo solicitado debe desestimarse por un segundo motivo: incluso en el supuesto de que la decisión de no escolarizar a los hijos propios se entendiera en el caso de autos motivada por razones de orden moral o religioso y, en esa medida, encontrara acomodo en el contenido en principio protegido por el art. 27.3 CE, que es la disposición constitucional a la que los recurrentes adscriben principalmente la posición jurídica que invocan, la imposición del deber de escolarización de los niños […] constituye un límite incorporado por el legislador que resulta constitucionalmente viable por encontrar justificación en otras determinaciones constitucionales contenidas en el propio art. 27 CE y por no generar una restricción desproporcionada del derecho controvertido» (FJ 7º).
Sorprende la facilidad con que el Tribunal Constitucional acepta que se limite, por el legislador ordinario, lo que puede constituir el contenido esencial de la libertad de enseñanza (cf. art. 53.1 de la Constitución). Es decir, traspasar el umbral de lo que hace recognoscible el derecho fundamental. Lo confirma cuando admite que el perfil legislativo de la enseñanza básica, como periodo de escolarización obligatoria, «no afecta en el caso presente a los derechos constitucionales de los padres (art. 27.1 y 3 CE), e incluso en el caso de que así lo hiciera habría de considerarse una medida proporcionada que encuentra justificación en la satisfacción de otros principios y derechos constitucionales (art. 27.1 y 2 CE)» (FJ 9º).
Como la sentencia reconoce, «el art. 27.4 CE dispone que la enseñanza básica será obligatoria, pero no precisa que ésta deba configurarse necesariamente como un periodo de escolarización obligatoria, de tal manera que la decisión del legislador de imponer a los niños de entre seis y dieciséis años el deber de escolarización en centros docentes homologados –y a sus padres el correlativo de garantizar su satisfacción–, lejos de ser una operación de pura ejecución constitucional, es una de las posibles configuraciones del sistema entre las que aquél puede optar en ejercicio del margen de libre apreciación política que le corresponde en virtud del principio de pluralismo político» (FJ 7º).
El argumento se completa con la justificación de tal medida. Se sostiene principalmente, en «la finalidad que ha sido constitucionalmente atribuida a la educación y al sistema diseñado para el desarrollo de la acción en la que ésta consiste, que “tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales” (art. 27.2 CE)» (FJ 7º). Curiosamente éste es el mismo criterio del Tribunal Supremo (sentencias de 11 febrero 2009) para imponer, contra el derecho de los padres y la conciencia de los niños, la Educación para la ciudadanía. ¿En qué estudio profundo basa el Tribunal Constitucional la afirmación de que con la escolarización gana la formación integral y cívica de la persona? El bajo nivel académico, la desmotivación, la indisciplina, el bullying, desgracidamente muy extendidos, no proyectan esa imagen exitosa.
A pesar de esta evidencia, el Tribunal Constitucional parece contagiado por un «optimismo antropológico». De este modo, insiste en otro de los fines del sistema educativo y de la enseñanza básica: «el libre desarrollo de la personalidad individual en el marco de una sociedad democrática y a la formación de ciudadanos respetuosos con los principios democráticos de convivencia y con los derechos y libertades fundamentales» (FJ 7º), para destacar las excelencias de la escolarización. «Una finalidad ésta que se ve satisfecha más eficazmente mediante un modelo de enseñanza básica en el que el contacto con la sociedad plural y con los diversos y heterogéneos elementos que la integran, lejos de tener lugar de manera puramente ocasional y fragmentaria, forma parte de la experiencia cotidiana que facilita la escolarización» (FJ 8º).
La educación en casa, concluye, «en modo alguno resulta igualmente eficaz en punto a la satisfacción del mandato que la Constitución dirige a los poderes públicos en el art. 27.2 CE y que constituye, al tiempo, el contenido del derecho a la educación reconocido en el art. 27.1 CE» (FJ 8º).
De nuevo la afirmación nos deja perplejos. Primero, porque el pluralismo (relativista) puede ser un lastre en la conciencia del menor. Decía García Hoz, éste sí un pedagogo reputado, «un pluralismo de ideales contrapuestos es el mejor camino para que en la vida no se tenga ningún ideal» (ABC, 7 junio 1977). Segundo, ¿se piensa seriamente que una familia que ha enseñado cinco idiomas a sus hijos no les ha preparado para “el contacto con la sociedad plural”? ¿Se desconoce que esas mismas familias se salen, por su composición y riqueza, de lo que es habitual en nuestra sociedad? Las lenguas son la puerta de acceso a una cultura. Además, qué decir entonces de algunos sistemas educativos autonómicos centradas en el provincialismo, o empeñados en hacer vehicular las denominadas «lenguas propias», de escaso bagaje y proyección.
La audacia del Alto Tribunal, en estos juicios, contrasta con la mesura de la sentencia del Tribunal Supremo 1669/1994, de 30 de octubre, que constata, entre las previsiones del legislador en materia educativa, «un amplio marco que permite variadas opciones educativas, si bien hay una frontera que el legislador considera insuperable: toda la tarea educativa se debe desarrollar dentro del respeto a los principios constitucionales. Las técnicas educativas y los modelos pedagógicos pueden ser diversos pero en ningún caso sobrepasar las líneas, necesariamente inmodificables, de los valores constitucionales […]. Esta posibilidad excluye del tipo penal, los modelos de enseñanza que se desarrollen en el ámbito estricto de un núcleo familiar clásico o incluso en comunidades cerradas de estructura cuasi-familiar sin perjuicio de la indeclinable obligación de los poderes públicos de velar por el cumplimiento de las previsiones mínimas» (FJ 4º.2). En la misma línea se expresaba el Ministerio Fiscal en la sentencia del Tribunal Constitucional 260/1994.
La intervención en el ejercicio de la tutela paterna debe ser la excepción. Los Estados Partes de la Convención de los derechos del niño (1989) «respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho [de libertad de pensamiento, de conciencia y de religión] de modo conforme a la evolución de sus facultades» (art. 14). También habla de lo tasado de este supuesto la sentencia del Tribunal Constitucional 141/2000, de 29 de mayo (FJ 5º) y el art. 5.3 de la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones.
En fin, la sentencia suaviza su doctrina, y añade que la escolarización obligatoria «no es una opción que venga en todo caso requerida por la propia Constitución que, efectivamente, no consagra directamente el deber de escolarización, ni mucho menos otros aspectos más concretos de su régimen jurídico» (FJ 9º).
¿Qué panorama nos dibuja la sentencia en el conjunto de la libertad de enseñanza? Sobre esta cuestión reflexionaremos en la tercera y última parte del trabajo.
HOMESCHOOLING: LO QUE ESTÁ EN JUEGO (y III)
La familia  como proyecto educativo
José Mª Martí Sánchez

Iniciamos este análisis explicando cómo la libertad de enseñanza preservaba la dignidad del proceso educativo en beneficio de sus destinatarios, los niños, y responsables. La familia sólo aspira a un ámbito de autonomía para realizar su misión fundamental: acoger y favorecer el desarrollo de la vida del niño. El Tribunal europeo de derechos humanos (asunto Folgero y otros c. Noruega, de 29 de junio de 2007) deja constancia de esta realidad, anclada en la naturaleza de las cosas, y sus consecuencias. «C'est en s'acquittant d'un devoir naturel envers leurs enfants, dont il leur incombe en priorité d' "assurer [l']éducation et [l'] enseignement", que les parents peuvent exiger de l'Etat le respect de leurs convictions religieuses et philosophiques» (§84 e).
El Estado moderno, también lo vimos, tenía otras miras. Su objetivo, no es tanto contar con personas bien formadas, como asegurarse «piezas» para construir la sociedad a la que aspira. Esto explica una paradoja frecuente. Los políticos, respecto de sus hijos, huyen del modelo educativo público, ya sea a través de centros docentes privados o en el extranjero. Pues, para aquéllos, como padres, sí quieren desinteresadamente lo mejor.

Uno de los puntos más oscuros de la sentencia de 2 de diciembre de 2010 es su condescendencia con las prerrogativas del poder público. El olvido de la subsidiariedad del Estado es en detrimento de la libertad de enseñanza. Como decíamos en la primera entrega, de una visión equilibrada de la educación. Con ello se expone a padres e hijos a una fuerza distorsionadora.

La prevalencia de la persona, respecto a la organización política, es un principio básico de la Constitución (art. 10.2). Lo ratifica el «valor superior» de la libertad (art. 1.1).

En consecuencia, la actuación de los poderes públicos reviste «carácter subsidiario [coadyuvante] respecto de la que corresponde a los padres, tutores o guardadores, como responsables de asegurar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida necesarias para el desarrollo integral del menor» (art. 8.1 de la Ley 3/1999, de 31 de marzo, del Menor de Castilla-La Mancha). El Fuero de los españoles (17 julio 1945), formuló, para estos, el derecho a la educación e instrucción, así como «el deber de adquirirlas, bien en el seno de su familia o en centros privados o públicos, a su libre elección» (art. 5).
Cuando no se respeta la subsidiariedad otros bienes, propios y necesarios para la familia, son amenazados. Concretamente su autonomía. Del respeto de la vida privada y familiar habla el Convenio europeo para la protección de los derechos y libertades fundamentales (1950): «Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar…» art. 8.1). En correlación con este derecho están el de libertad religiosa y de enseñanza. Se refiere a él la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones (Asamblea General de las Naciones Unidas, 25 noviembre 1981): «Los padres o, en su caso, los tutores legales del niño tendrán el derecho de organizar la vida dentro de la familia de conformidad con su religión o sus convicciones y habida cuenta de la educación moral en que crean que debe educarse al niño» (art. 5.1).
Y es que, aunque la sentencia glosada no lo refleja, la familia tiene su proyecto educativo. Es más, es una escuela o modelo de convivencia y aprendizaje, con un carácter propio, o ideario, más o menos marcado. Esto es compatible con una colaboración externa. Las cambiantes circunstancias son las que dirán cómo y por quién debe ser suministrada.  
Respetar a cada familia, en su iniciativa, es el auténtico pluralismo. Es un factor de enriquecimiento social. La aportación del menor a un mundo variado y complejo depende de que, asentadas sus raíces y cultura, descubra la propia vocación y quiera vivirla. El régimen de libertad (de enseñanza), opuesto al reglamentarismo, es el crisol de la mejor persona y del ciudadano más comprometido.

Por el contrario, no hay nada más empobrecedor —uniformista— que las consignas establecidas desde el poder. Victima de ellas es la escuela y se pretende contaminar a la familia. Gregorio Luri —La escuela contra el mundo, 2010— describe cómo la escuela soslaya la competencia y no responsabiliza. Sus mensajes edulcorados, de espaldas a la realidad, ni se ajustan a ella ni preparan para hacerle frente. La escuela ha suplantado el buen sentido (de la experiencia cotidiana del niño, de su ambiente y de la tradición humanista) por la ideología.
Además, la familia, a la que se le deja ser y actuar como tal, es la más eficiente educadora también porque sabe sumar a su proyecto la labor de otros agentes socializadores (profesores, medios de comunicación social, etc.). La experiencia y la mejor doctrina —José Luis García Garrido, Francisco J. Contreras, etc.— ven irremplazable, para el progreso del niño, la referencia de los padres.
Ahora que nos lamentamos de la dispersión familiar y sus consecuencias, resulta alentador el ejemplo de los «homechoolers». Son un estímulo, para familias y escuelas, en su vocación de servicio generoso. En ellos se cumple de modo eminente la frase de Charles Péguy: «Los grandes aventureros del siglo xx son los padres de familia». ¿No es éste motivo suficiente para la gratitud de la sociedad y de quienes detentan en ella puestos de responsabilidad? La escuela en casa es una apuesta decidida por el futuro y los niños. Nos indica la clave de la educación, entrega y personalización.
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